Modifica la ley de subvenciones, con el objeto de fortalecer las medidas de control e inhabilitar a los sostenedores que incurran en actos dolosos

Boletín N° 5832‑04

Vistos: Lo dispuesto en los artículos 1°, 19° numerales 10° y 11°, en el artículo 63° numeral 20) de la Constitución Política de la República y en el D.F.L. 2 de 1998, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley de subvenciones.

Considerando:

1.‑ Que la educación es un objetivo nacional de enorme importancia, en tanto se orienta a la formación intelectual, física, ética, social y afectiva de las nuevas generaciones de chilenos.

2.‑ Que, por ello, el Estado ha acometido, desde los albores de la República, crecientes esfuerzos en la formación de niños y jóvenes a través de la creación y mantención de establecimientos educacionales en todos los niveles.

3.‑ Que, además, la libertad de enseñanza, reconocida desde temprano por los ordenamientos constitucionales, posibilitó la apertura y funcionamiento de establecimientos particulares, los que se entendieron como cooperadores de la función del Estado.

4.‑ Que, más aún, para facilitar esa labor se crearon ¡as subvenciones educacionales, a través de las cuales el Fisco transfiere recursos a los planteles privados, como una forma de reconocer su aporte a este importante objetivo de carácter nacional.

5.‑ Que el sistema de subvenciones educacionales se fue ampliando considerablemente, tanto en cuanto a los beneficiarios como a los recursos involucrados. Así, durante el régimen militar, se configura un sistema de aporte por alumno, que se paga a los sostenedores de acuerdo al promedio de asistencia, sean aquéllos estatales o privados.

6.‑ Que, con posterioridad, durante los gobiernos de la Concertación se ha hecho un esfuerzo sostenido por dar mayor estabilidad a los ingresos de los sostenedores; incrementar el valor de las subvenciones, especialmente en caso de alumnos más desprotegidos y establecer mayores exigencias a los establecimientos en materia de no discriminación y atención de menores en situación de vulnerabilidad.

Asimismo, se ha procurado incrementar las medida de control respecto del uso adecuado y eficiente de los recursos.

7.‑ Que, en este sentido, cabe destacar los avances introducidos en los últimos años por los siguientes cuerpos legales:

Ley 19.138 de 1992, la que permitió dar mayor estabilidad a los ingresos mensuales de los establecimientos subvencionados al tiempo de incrementar el aporte a los planteles de adultos.

Resulta importante destacar que entre sus disposiciones se incluyeron modificaciones sustantivas al régimen sancionatorio y que se propuso fortalecer las atribuciones del Ministerio de Educación para controlar el uso efectivo de los recursos.

En ese sentido, se quiso explicitar claramente que las atribuciones del Ministerio de Educación comprendían, como reza el informe de la Comisión Mixta que analizó el texto, "las de velar por el cumplimiento de esta ley y de su reglamento, especialmente para que la subvención se destine a las finalidades previstas en ella; exigir la exhibición de la contabilidad de los establecimientos, y controlar la observancia de las condiciones mínimas de desempeño de la función docente, y de las leyes sociales y previsionales respecto de los profesionales de la educación que se desempeñan en establecimientos educacionales subvencionados."

Dicho precepto no contó con suficiente apoyo legislativo y fue reformulado, por entenderse que entrababa la libre gestión de los sostenedores, incorporándose, en definitiva un texto ambiguo que señala sólo a manera genérica las atribuciones de la cartera.

Ley 19.532 de 1997, que crea el sistema de Jornada Escolar Completa, estableciéndose las correcciones necesarias en materia de subvenciones.

Ley 19.979 de 2004, que amplía el plazo para la puesta en vigencia de la Jornada Escolar Completa. Durante su tramitación se incluyeron normas tendientes a aumentar las exigencias a los sostenedores que reciben subvención por parte del Estado, especialmente en materia de no discriminación en el acceso a los planteles y atención de grupos vulnerables de la población.

Ley 20.201 de 2007, que amplía el alcance de la subvención en materia de educación especial.

Ley 20.247 de 2008, que aumenta el monto de la subvención educacional. En esta materia resulta importante la incorporación de la obligación de los sostenedores de poner a disposición de los Consejos Escolares un estado anual de resultados que incluya los ingresos y gastos del período. Se trata de una conveniente medida de control social para el uso de recursos públicos.

Ley 20.248 de 2008, que establece una subvención preferencial para niños y niñas en situación económica vulnerable, lo que constituye uno de los más trascendentes esfuerzos por enfocar adecuadamente la inversión del Estado en educación.

Todo lo anterior da cuenta de una permanente preocupación por incrementar el monto y alcance las subvenciones hasta niveles históricos, focalizar el gasto y controlar el uso eficiente de estos recursos.

8.‑ Que, sin embargo, la opinión pública ha conocido en los últimos días informaciones de prensa acerca de una investigación de la Contraloría General de República que concluyó con la necesidad que el Ministerio de Educación reformulara sus mecanismos contables.

Asimismo, la propia cartera ha puesto en conocimiento de la justicia la existencia de acciones dolosas por parte de algunos sostenedores, iniciándose acciones penales en contra de ellos.

9.‑ Que tales hechos han puesto de manifiesto la necesidad de modificar la actual ley de subvenciones, la que presenta falencias importantes, a lo menos en los siguientes aspectos:

-
No considera la existencia en los establecimientos, de gastos fijos asociados a su sólo funcionamiento y de gastos variables, en los que incide la asistencia de los alumnos. El actual sistema de cálculo de la subvención sólo considera este último aspecto.

-
Pese a las modificaciones introducidas en las últimas décadas tendientes a dar una mayor estabilidad a los aportes, ellos continúan siendo variables e inciertos para los establecimientos, dificultando una adecuada planificación financiera y académica.

-
Presenta falencias en los sistemas de control, tanto a nivel institucional como funcional, careciéndose de los recursos humanos y técnicos suficientes para supervigilar un mecanismo que involucra hoy a 11.131 establecimientos educacionales en todo el país, con un total de 3.407.725 alumnos y que, en términos económicos, representa una inversión pública equivalente a unos US$ 320 millones mensuales.

A este respecto, puede advertirse, por ejemplo, que se cuenta con un procedimiento de fiscalización inadecuado que no considera la contrastación de la asistencia observada por el inspector y la que registran los libros respectivos, sino un promedio del establecimiento, desatendiéndose el uso de elementos informáticos que permitirían detectar con mayor expedición las irregularidades.

-
Contempla un sistema sancionatorio débil y subjetivo, en el cuál no de distinguen las actitudes dolosas de los errores administrativos ni se establece claramente una progresión en la aplicación de sanciones que culmine en la revocación del reconocimiento oficial y la inhabilitación del sostenedor.

10.‑ Que, atendidas las facultades que la Constitución Política de la Eepública entrega a los parlamentarios no resulta posible proponer reformas en los primeros dos puntos anotados, aunque sí en lo referido a fortalecer las medidas de control y las sanciones aplicables.

11.‑ Que, por ello, creemos imprescindible avanzar en las siguientes materias:

a)
Acceso a la información, transparencia y control social de los recursos.

No se advierten razones para que exista confidencialidad en la información que respalda la entrega de volúmenes tan considerables de dineros públicos. Se encuentra comprobado que el control social es una eficaz forma de evitar situaciones irregulares.

En este sentido, proponemos:

-
Quitar el sentido meramente estadístico de la remisión de antecedentes derivados del uso de la subvención.

-
Obligar a los sostenedores a remitir el estado de resultados al Ministerio de Educación, independientemente de los logros académicos del establecimiento.

-
Otorgar carácter público a la información contenida en los dos puntos precedentes, con el objeto que el Ministerio de Educación pueda difundirla a través de algún sitio web.

-
Obligar a los sostenedores a mantener en un lugar visible y público la asistencia de los cursos del establecimiento de, al menos, los últimos tres meses.

b) 
Facilitar la fiscalización del Ministerio de Educación.

El adecuado control que lleva a cabo el Ministerio de Educación requiere de información fidedigna, completa y ágil respecto de la matrícula y asistencia de los establecimientos.

Con este objeto se obliga a los sostenedores a‑

-
Enviar al Ministerio de Educación, dentro de los primeros cinco días del año escolar, un listado con los alumnos matriculados, como asimismo a actualizarlo con las cancelaciones, retiros y abandonos que se produzcan.

-
Comunicar al Ministerio de Educación, durante el curso de cada jornada, la asistencia registrada.

c)
Fortalecer las sanciones en caso de actitudes dolosas.

Como señalamos el sistema sancionatorio actual es débil y no contempla una progresión clara, coherente con la magnitud de las acciones maliciosas tendientes a obtener indebidamente la subvención o incrementar su cuantía.

Para ello, por una parte, se crea una categoría especial de infracciones gravísimas y, por otra, se establece una gradualidad respecto de las sanciones aplicables.

Ella se inicia con la privación temporal de la subvención en caso de la primera contravención; se incrementa con una multa y el requerimiento de una garantía para la reincidencia y culmina con la cancelación de¡ reconocimiento oficial de¡ establecimiento y la inhabilidad perpetua del sostenedor, si ocurre un tercer incumplimiento. Deberá, sin embargo, aplicarse inmediatamente este último castigo en caso que la acción dolosa involucrara una suma apreciable de recursos.

Lo anterior resulta lógico, pues tales hechos revisten especial gravedad, siendo constitutivos no de meros errores administrativos, sino de fraude, resultando enteramente incomprensible que quien incurre maliciosamente en ese tipo de actitudes pueda continuar recibiendo recursos fiscales.

Por las razones expuestas, los Diputados que suscriben vienen en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo 1°.‑ Modifíquese el D.F.L. N° 2 de 1998 de¡ Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Subvenciones de la siguiente forma:
1.‑
Modifíquese el artículo 5° de la forma que sigue:

a) Elimínese, en el inciso segundo, la expresión "Para fines de carácter estadístico,", reemplazándose la expresión "los" que le sucede por "Los".

b) Reemplácese, en su inciso tercero, la oración "Para fines de rendición de cuentas, los sostenedores deberán mantener a disposición de¡ Ministerio de Educación y de la comunidad educativa a través de¡ Consejo Escolar, por un período mínimo de cinco años, un estado anual de resultados que dé cuenta de todos los ingresos y gastos de¡ período. Sin embargo, los sostenedores de establecimientos educacionales estarán obligados a remitir al Ministerio de Educación el estado de resultados antes referido, cuando uno o más de los establecimientos educacionales bajo su administración haya obtenido, en los períodos de evaluación que establezca el Ministerio de Educación, resultados inferiores a los estándares de desempeño educativo que dicho Ministerio haya fijado para ellos." por "Para fines de rendición de cuentas, los sostenedores deberán mantener a disposición de la comunidad educativa a través del Consejo Escolar, por un período mínimo de cinco años, un estado anual de resultados que dé cuenta de todos los ingresos y gastos del período. Asimismo, los sostenedores de establecimientos educacionales estarán obligados a remitir anualmente al Ministerio de Educación el estado de resultados antes referido."

c) Intercálese el siguiente nuevo inciso cuarto, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto:

"La información a que se refieren los incisos segundo y tercero tendrá carácter público."

2.‑
Incorpórese el siguiente artículo 13° bis:

Artículo 13° bis.‑ Con el objeto de facilitar la fiscalización de las disposiciones de esta ley los sostenedores deberán enviar, al Ministerio de Educación, dentro de los primeros cinco días de comenzado el año escolar, un listado de los alumnos matriculados por curso, que considere su cédula nacional de identidad, nombres y apellidos. Del mismo modo deberán informar en el mismo plazo cuando, en el curso del año escolar, se cancele la matrícula a un estudiante, éste se retire del establecimiento o suspenda injustificadamente su asistencia regular por más de quince días.

Los sostenedores deberán, asimismo, informar diariamente la asistencia de estudiantes al establecimiento, por medios informáticos o telefónicos, a más tardar dentro de las primeras tres horas desde el inicio de la jornada respectiva.

Un reglamento normará la forma y modalidades en que deban cumplirse las obligaciones dispuestas en los incisos precedentes. Asimismo, en el caso del inciso anterior, señalará los mecanismos alternativos de cumplimiento en caso de no contarse con dichos medios de comunicación.

Los sostenedores deberán, también, mantener publicada en un lugar visible y de acceso público del establecimiento la asistencia de todos los cursos que impartan, a lo menos respecto de los tres meses anteriores o de aquéllos que hubieran transcurrido, si ellos fueran menos de tres. Podrá cumplirse alternativamente esta obligación a través de su difusión a través de Internet, pero en tal caso deberá considerar íntegramente todo el año escolar en curso.

El incumplimiento de las obligaciones dispuestas en el inciso segundo de este artículo y en el inciso precedente será considerada infracción grave para los efectos del artículo 50°, aplicándose a su respecto el procedimiento previsto en el artículo 53"
3.‑
Modifíquese el artículo 50° del modo que sigue:

a) 
Agréguese, en la letra a) de su inciso segundo, entre las palabras "el" y "artículo" la expresión "artículo 13` bis, inciso primero y en el".
b)
Elimínese las letras a), b) y g) de su inciso tercero.
c)
Intercálese, en la letra i) de su inciso tercero, entre fa palabra "mantención" y la conjunción "y" la expresión ", difusión". Asimismo, reemplácese la palabra "refiere" por "refieren" y agréguese a continuación de "5°" la frase "y en los incisos segundo y cuarto del artículo 13° bis."

d) 
Incorpórese el siguiente inciso final:

"Se considerarán infracciones gravísimas:

a)
Adulterar dolosamente cualquier documento exigido para obtener o incrementar la subvención;

b)
Alterar la asistencia media o matrícula; y

c)
Prestar declaración jurada falsa o realizar cualquier otra maquinación dolosa destinada a obtener o incrementar la subvención. "
4.‑
Agréguese, en el artículo 52°, el siguiente inciso tercero, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto:

"Los sostenedores que incurran en alguna infracción gravísima serán castigados con la privación temporal de la subvención, la primera vez en que ello suceda. Si se reiterare la ocurrencia de cualquiera de esas conductas se impondrá conjuntamente con la sanción precedente, una multa, debiendo tener lugar, además, lo dispuesto en el artículo 56. En caso de incurrirse por tercera vez en una infracción de este tipo se sancionará con la revocación del reconocimiento del establecimiento y con la inhabilidad perpetua del sostenedor. Deberá, sin embargo, aplicarse inmediatamente esta última sanción cuando el monto involucrado en la acción maliciosa o adulteración excediere el valor total de los últimos seis meses de subvención recibida." 

